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Defensoría del Pueblo de Ecuador

Dirección Nacional de Investigación e Incidencia en Política Pública

Informe alternativo Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
Fecha de envío: septiembre 2019

Informe alternativo sobre el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del Ecuador para el cuarto periodo de evaluación del Comité DESC

En el marco de la revisión del cuarto informe periódico del Ecuador sobre el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC), la Defensoría del Pueblo presenta el siguiente informe alternativo como contribución a las observaciones conclusivas que realizará el Comité DESC.

En el caso de necesitar más información, por favor tome contacto con la Dirección Nacional de Investigación e Incidencia en Política Pública, al correo dniipp@dpe.gob.ec o al teléfono (593) 02 330 1112, ext. 2511, 2519, 2518.

Introducción

La Defensoría del Pueblo de Ecuador (DPE) es la institución pública encargada de velar por la promoción, protección y tutela de los derechos de todas las personas en el territorio nacional, de las ecuatorianas y los ecuatorianos en el exterior y de los derechos de la naturaleza, de acuerdo con la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, LODP, (2019, art. 2).  Los fines de la DPE, de conformidad con la mencionada Ley, son: i) Ejercer la magistratura ética en derechos humanos y de la naturaleza; ii) Prevenir las vulneraciones de los derechos humanos y de la naturaleza; iii) Promover la difusión pública, la educación, la asesoría, la incidencia y el monitoreo de los derechos humanos y de la naturaleza; y, iv) Proteger y tutelar los derechos humanos y de la naturaleza (Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, 2019, art. 3)
.

Adicionalmente, para la aplicación de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, se establecen los principios de independencia, autonomía, pluralismo, igualdad y no discriminación, plurinacionalidad, progresividad y no regresividad, interdependencia, informalidad, gratuidad y celeridad y desconcentración (Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, 2019, art. 4).

En este sentido, y en el marco de sus atribuciones como Institución Nacional de Derechos Humano (INDH), la DPE presenta el informe alternativo sobre la situación del Ecuador en el cumplimiento del Pacto de los Derechos Económicos Sociales y Culturales (PDESC). Para realizar este trabajo se tomaron como referencia el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales -PIDESC- (1976); la Lista de cuestiones relativa al cuarto informe periódico del Ecuador del Comité DESC (2019); y los Informes alternativos de la sociedad civil para el presente periodo de evaluación. 
Este informe realiza una revisión del PIDESC y, en función de su cumplimiento realizará los aportes al Comité. Por tanto, los temas a tratar serán: el presupuesto para hacer efectivos los derechos económicos, sociales y culturales; la igualdad de derechos entre hombres y mujeres; el derecho al trabajo, derechos sindicales y seguridad social; la protección a la familia, niños, niñas y adolescentes; el derecho a la salud física y mental; el derecho a la educación; y los derechos culturales  que serán analizados en función de los artículos del PIDESC y, de ser pertinente, se añadirá los casos en los que ha intervenido la DPE. Al final de cada apartado se generarán recomendaciones al Estado ecuatoriano en materia de políticas públicas según cada temática para el efectivo ejercicio de los derechos humanos de la ciudadanía.
1.  Referencia a los artículos del Pacto que hará referencia el informe

Cuestiones relativas a las disposiciones generales del Pacto (artículos 1 a 5)

Artículo 2.- Garantía de derechos sin discriminación (máximo de recursos disponibles)
Sobre la garantía del Estado para el ejercicio de derechos de todas las personas, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, el Ecuador en su Cuarto informe periódico ante el Comité DESC, ha mencionado que cuenta con un "Clasificador Orientador de Gasto en Políticas de Igualdad” que cuantifica el presupuesto asignado a cada uno de los Consejos Nacionales de Igualdad señalados en la Constitución de la República (2008).

Este clasificador, sin lugar a duda permite direccionar los recursos necesarios para la lucha contra la discriminación en el país. No obstante, como señala la página oficial de la ONU- Mujeres “no existen mecanismos institucionales que permitan el monitoreo y evaluación de esta inversión” (ONU Mujeres, 2019). Por lo que sería importante que la información presentada por el Ministerio de Finanzas sobre este rubro sea de fácil acceso y permita a otras instituciones y a la sociedad civil tener conocimiento de los cambios anuales que se realizan en el presupuesto nacional, más aún en este tipo de rubros. En este sentido, genera preocupación que cualquier política de austeridad en el gasto público, que el gobierno nacional ha tomado frente a la crisis económica, perjudiquen el presupuesto que esté destinado a la garantía de los derechos económicos, sociales y culturales. 
En materia de cooperación internacional se han publicado lineamientos sobre Políticas y Estrategias de la Cooperación Internacional No Reembolsable 2017-2021, en el que se menciona el manejo de fondos para cumplir las estrategias de desarrollo sostenible (Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, 2018). En este contexto, es importante que el gobierno nacional genere mecanismos para el monitoreo y control de la ciudadanía sobre la inversión de la cooperación internacional y que efectivamente contribuyan al ejercicio de derechos.
Artículo 3.- Igualdad de derechos entre hombres y mujeres 

En materia de igualdad de derechos entre hombres y mujeres, el Estado ecuatoriano ha avanzado especialmente a nivel normativo. La Constitución (2008) destaca el reconocimiento e igualdad formal que deben poseer todas las personas y la no discriminación por motivos de sexo e identidad de género. Además, en cuanto a leyes secundarias, se garantiza la paridad en las candidaturas y en los nombramientos o designación para desempeñar empleos y funciones públicas, así como el trabajo no remunerado en el hogar, realizado en su mayoría por las mujeres, a través del acceso a la seguridad social y beneficios. 

No obstante, una de las principales causas estructurales que limita el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales de las mujeres en igualdad de condiciones es la vigencia de la violencia patriarcal heterosexual que genera relaciones de inequidad, maltrato, pobreza, desempleo, entre otras. En suma, la violencia estructura condiciones de desigualdad y discriminación sistemáticas contra las mujeres, niñas, personas con diversas orientaciones sexuales y/o identidades de género que tienen implicaciones directas en el ejercicio de sus derechos.
En este sentido, es fundamental que el Estado ecuatoriano disponga de información cualitativa y cuantitativa que le permita diseñar e implementar políticas públicas adecuadas para erradicar la violencia patriarcal que experimentan las mujeres y personas LGBTI, puntualmente sobre femicidios y tráfico y trata de personas. Cabe señalar que la primera y única encuesta que aborda la violencia de género contra las mujeres en sus diferentes tipos (física, sexual, patrimonial y psicológica) fue realizada por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos en el 2011. Complementariamente, el INEC presentó el Atlas de Género en 2018, donde se presentaron cifras de caracterización sociodemográfica y socioeconómica con base en la encuesta de 2011 e información actualizada sobre política representativa y casos de femicidio.
En este marco, es prioritario que el Estado ecuatoriano detalle los esfuerzos desarrollados para levantar y actualizar información sobre violencia de género contra las mujeres y personas LGBTI, incorporando la violencia política, simbólica y gineco obstétrica, de conformidad a la tipología de la violencia que determina el artículo 10, de la Ley Orgánica para Prevenir y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (2018).
En cuanto a la implementación de la Ley Orgánica para Prevenir y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, una de las principales limitaciones es que se ha reducido en un 90 % el presupuesto
 correspondiente al Sistema Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia contra las mujeres, que entre otros aspectos, financia los servicios de atención especializada para víctimas de violencia y sus hijos e hijas en casas de acogida y centros de atención, las cuales a su vez prestan servicios especializados de atención psicosocial, asesoría legal o acompañamiento en su proceso de empoderamiento. 
Al respecto, es prioritario que el Estado ecuatoriano reconozca dos aspectos: primero, el presupuesto asignado para las siete casas de acogida y los centros de atención a nivel nacional. Y segundo, facilite información puntual sobre las medidas implementadas para fortalecer el modelo de atención de las casas de acogida y los centros de atención. 
Finalmente, sobre las candidaturas y la designación paritaria entre mujeres y hombres para desempeñar empleos y funciones públicas, es importante mencionar que la DPE, amparada en el artículo 317 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización -COOTAD- (2010) ha solicitado que la elección de la segunda autoridad de los Gobiernos Autónomos Descentralizados Cantonales (GAD) debe respetar la paridad de género. 
En este sentido, la DPE informó a través del comunicado emitido el 20 de agosto de 2018 (DPE, 2019a, párr. 1) que 118 GAD cantonales no respetan el principio de paridad de género en la elección de las vicealcaldías, es decir más del 50 % de los gobiernos cantonales. La DPE ha presentado hasta el momento más de ocho acciones de protección para precautelar los derechos de las mujeres en el país, a fin de eliminar la discriminación de la que son objeto las mujeres en la vida política y pública y reivindicar su lucha histórica por el pleno ejercicio y respeto de sus derechos humanos.
Cuestiones relativas a disposiciones específicas del Pacto (arts. 6 a 15)

Artículos del 6 al 8.- Derecho a trabajar

Pese a los esfuerzos de la política pública para disminuir los índices de desempleo y subempleo, las cifras nacionales muestran para 2019 que, pese a existir una tasa de desempleo de 4.6 %, el subempleo se mantiene en el 18.7 % y además se registra un crecimiento importante del sector informal que representa el 46,7 % del mercado laboral (INEC, 2019, p. 8).

En referencia a la condiciones de trabajo en Ecuador, el Decreto Ejecutivo 858 (2019) señala cambios en la forma de contratación de servidores públicos, con base en la política de optimización y austeridad del Gobierno Nacional. Así, se dispuso un plazo máximo de duración para los contratos por servicios ocasionales en el sector público de un año, sin capacidad de prórroga. Esto, sumado a la reducción paulatina del aparato estatal a través de fusión y/o eliminación de entidades públicas, aspectos que ponen en riesgo el derecho al trabajo de las servidoras y servidores que componen las instituciones estatales. 

Tal como señala la Lista de Cuestiones previas que el Comité DESC envió al Ecuador en 2019, sobre los posibles derechos que puedan vulnerar las políticas condicionadas por los préstamos realizados por el FMI y el resto de las instituciones multilaterales, la DPE se suma a dicha preocupación, pues resulta alarmante la creación de diferentes políticas que deriven en la reducción de puestos de trabajo o su flexibilización laboral en el espacio público y privado, en virtud que se vulnera el derecho al trabajo, a un salario digno, estabilidad y los beneficios sociales que de él se desprenden. 

Por otra parte, es importante traer a colación el caso Furukawa, en el cual la DPE emitió el 18 de febrero de 2019 el Informe de verificación de derechos humanos: situación de trabajadores y trabajadoras en las plantaciones de la empresa Furukawa Plantaciones C.A. del Ecuador donde se evidencian las graves vulneraciones de derechos humanos a familias, en su gran mayoría afrodescendientes, que trabajan en plantaciones agrícolas de abacá y habitan en las haciendas de propiedad de la empresa, bajo un contexto de explotación y como resultado de omisiones históricas de control de las entidades del Estado (DPE, 2019b).

En este informe se recomendó a varias instituciones públicas la implementación de acciones tendientes a la reparación integral de las víctimas, de acuerdo con el nivel de responsabilidad; es decir, lo que la empresa debe a sus extrabajadores y sus familias por violación de derechos laborales y la sanción del Estado por la vulneración de derechos humanos (DPE, 2019b). 

En este sentido, la Defensoría del Pueblo exhortó a que se inicien los actos tendientes a mejorar la situación actual de vida y trabajo de todas las víctimas, promoviendo la garantía de sus derechos, con especial énfasis al acceso a una vivienda digna, a la salud, educación, una vida libre de violencia y el pago de los haberes como reconocimiento de la relación laboral existente entre la empresa y las personas trabajadoras (DPE, 2019b).
Artículo 10.- Protección de la familia, la madre y el niño

Respecto a este artículo, es importante señalar que según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) las principales situaciones de salud que afectan a las mujeres son: embarazo, aborto y maternidad adolescente (UNICEF, 2017 p. 4). De acuerdo con cifras del INEC desde 1990 se registró un crecimiento de embarazos del 78% entre niñas de 10 a 14 años y 11 % entre adolescentes de 15 a 19 años. 

Bajo este antecedente, el gobierno nacional, mediante Decreto Ejecutivo No. 491 (2014, p. 7), implementó la Estrategia Nacional Intersectorial de Planificación Familiar y Prevención del Embarazo Adolescente (ENIPLA), que buscaba garantizar el acceso efectivo a información, orientación, servicios de salud sexual y reproductiva, así como el acceso a métodos anticonceptivos. Esta política fue sustituida, en julio de 2015 por el proyecto Plan Nacional de Fortalecimiento de la Familia (Plan Familia), cuyo objetivo era prevenir el embarazo adolescente fortaleciendo el rol protagónico de la familia, además de incentivar a los jóvenes a retrasar su vida sexual (Presidencia de la República del Ecuador, 2015 p. 110). 
Este cambio provocó reacciones de organizaciones de la sociedad civil, quienes vieron como un retroceso el cambio de ENIPLA al Plan Familia. Para el Examen Periódico Universal de Ecuador (EPU) en 2017 el Taller Comunicación Mujer y la organización Sexual Rights Initiative (2017) presentaron un informe alternativo en el cual señalaron, entre otros aspectos, que “Las organizaciones de la sociedad civil, de mujeres y feministas consideran este plan (Plan Familia) como una seria amenaza a los derechos en materia de salud, sexual y reproductiva, equidad de género, diversidad sexual y a respecto al estado laico” (p.6).
Actualmente, el Gobierno Nacional ha generado el Plan Nacional de Salud Sexual y Salud Reproductiva 2017 – 2021 que “promueve la inclusión, la igualdad y el respeto de los derechos humanos en el marco de la salud sexual y salud reproductiva” (Ministerio de Salud Pública, 2017, p. 7). 
Artículo 11.- Derecho a la Seguridad Social

Desde el 2007, el Gobierno impulsó la política de entrega del estímulo económico a la jubilación del magisterio ecuatoriano. No obstante, existió el incumplimiento de este beneficio por parte del Estado, cuyo perjuicio afectó tanto a personas recientemente desvinculadas como jubiladas en años anteriores. 

Como medida para mitigar la afectación, el Ministerio de Trabajo en 2018 señaló que sí se realizará el pago de las obligaciones pendientes pero su cancelación priorizará la edad actual de la y el docente, las condiciones de orden médico y la fecha de desvinculación (Acuerdo Ministerial MDT-2018-0185, 2018).

La falta de respuesta del Estado generó una movilización de las diferentes asociaciones de jubilados a nivel nacional en los distintos espacios públicos del país. Una de las acciones más importantes fue la huelga de hambre por más de 16 días que realizaron representantes de las personas jubiladas frente a la Asamblea Nacional del Ecuador (El Comercio, 2019).

En este sentido la Comisión Ocasional para Vigilar el Cumplimiento de las Obligaciones del Estado con los Jubilados de la Asamblea Nacional aprobó el 1 de agosto de 2019 una resolución en la que exige al presidente de la República, Lenín Moreno, y al ministro de Economía y Finanzas, Richard Martínez, buscar un mecanismo para cubrir presupuestariamente los valores por incentivos y compensaciones jubilares que no cuentan con financiamiento.

Además, para garantizar los derechos de las personas jubiladas, el Defensor del Pueblo, Freddy Carrión, en el marco de sus atribuciones
, presentó una acción de protección en el Complejo Judicial el 5 de agosto del 2019, a favor de los maestros y maestras jubiladas, quienes reclaman el pago en efectivo de sus compensaciones por parte del gobierno central. 

El Gobierno Nacional, en respuesta, señaló en un comunicado que se ha llegado a un acuerdo de pago de los incentivos que reclaman los jubilados del sector público (El Comercio, 2019). No obstante dichos desembolsos se realizarán de la siguiente manera: 1) las personas que se jubilaron antes de los 70 años recibirán el pago en bonos de entre 1 y 10 años (el banco del IESS comprará los bonos de quienes quieran negociarlos); 2) Para los mayores de 70 años con discapacidad y/o enfermedades catastróficas se pagarán en cuatro cuotas mensuales en efectivo; y 3) a los restantes 8 mil maestros y maestras que no recibieron su incentivo de manera completa en 2008/09/10 se cancelará tres mil dólares en el último trimestre de 2019 y el resto se incluirá en el presupuesto anual del Estado de 2020. 
La Defensoría del Pueblo espera que, en efecto, se realice el cumplimiento de los acuerdos y se subsane los valores adeudados por el Estado a las maestras y los maestros jubilados, así como que se generen las acciones respectivas para garantizar los derechos de esta población.
Artículo 12.- Derecho a la salud física y mental 

El Estado ecuatoriano ha informado sobre la implementación del modelo de salud integral, con enfoque de atención primaria y de derechos humanos. También ha resaltado los avances en cuanto a incremento presupuestario del periodo 2012-2016 asignados al sector salud, concretamente en el aumento de camas hospitalarias y médicos.
 A pesar de ello, es importante que el Estado ecuatoriano remita información sobre las medidas implementadas para crear condiciones de acceso a servicios médicos, a nivel urbano y rural, principalmente en la región amazónica y que aseguren el acceso a asistencia y servicios médicos. 

Complementariamente, es importante que proporcione información sobre los programas o proyectos desarrollados y ejecutados para garantizar la especial atención en salud a las personas pertenecientes a los grupos de atención prioritaria en condición de doble vulnerabilidad, particularmente personas privadas de la libertad, personas con enfermedades catastróficas o de alta complejidad, víctimas de violencia doméstica y sexual, personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad. 

Finalmente, es necesario conocer las acciones que desarrolla el Estado ecuatoriano para proteger y reparar los derechos de los niños, niñas y adolescentes que han sufrido violencia sexual, principalmente en ámbitos educativos y que lamentablemente han provocado trasmisión de enfermedades sexuales como VIH y/o deterioro de su salud física y mental. 
Por otra parte, en lo que respecta al acceso a medicamentos es importante mencionar que la Corte Constitucional del Ecuador tiene conocimiento de las causas 0679-18-JP, 0846-18-JP, 0847-18-JP y 1223-18-JP (acumulados), sobre el acceso a medicamentos. Ante ello, la DPE, presentó un informe en el que indicó al máximo organismo de justicia constitucional del Ecuador, su preocupación por algunos puntos, entre ellos: a) Que las personas con enfermedades catastróficas o poco frecuentes deban interponer garantías jurisdiccionales, acciones de protección y/o medidas cautelares como únicas vías eficaces para garantizar el acceso a sus medicamentos; b) Existencia de problemas en el proceso de compras públicas de medicamentos; c) Cambio de medicinas sin informar ni justificar a las y los pacientes las razones del cambio; d) Falta de actualización del cuadro nacional básico de medicamentos.

Artículos 13 y 14.- Derecho a la educación 

El Estado ecuatoriano ha remitido información sobre las políticas públicas diseñadas y ejecutadas para garantizar la enseñanza obligatoria y gratuidad para todos y todas. Específicamente, resalta el incremento de la tasa neta de asistencia en educación primaria y secundaria, principalmente en el área urbana.
 Asimismo, destaca las acciones para fortalecer el sistema escolar, a través, de la capacitación a docentes y la entrega de becas para educación superior, dentro y fuera del país, bajo los principios de igualdad de oportunidades sin discriminación. 

Ahora bien, queda pendiente que el Estado ecuatoriano señale y explique las acciones desarrolladas para cerrar las brechas existentes en el acceso a la educación básica, secundaria, enseñanza técnica-profesional y superior en mujeres, pueblos y nacionalidades indígenas del área urbana y rural. Además, es preciso que informe sobre los planes para garantizar la implementación progresiva de la educación gratuita. 

Por último, recomendamos que el Estado ecuatoriano señale los esfuerzos para fortalecer el sistema escolar a nivel de infraestructura, y capacidades de aprendizaje de las escuelas unidocentes, pluridocentes o multigrado, una vez que han sido reaperturadas, e indique los principales retos a los que se enfrenta el Estado para garantizar el ejercicio del derecho a la educación. 

Artículo 15.- Derechos Culturales

En lo que respecta a derechos culturales, es importante analizar el cumplimiento de los objetivos del Decenio Afro, esto en virtud de que Ecuador declaró política nacional el cumplimiento de los objetivos y metas del Programa de Actividades del Decenio Internacional para los Afrodescendientes (Decreto Ejecutivo No. 915, 2016).
Al respecto cabe destacar que, desde la sociedad civil, a través de la Comisión Nacional de Organizaciones de la Sociedad Civil Afroecuatoriana del Decenio, se denunció ante la DPE, el incumplimiento de la Resolución No. 69/16 mediante la cual la Asamblea General de las Naciones Unidas, proclamó el Decenio Internacional para los Afrodescendientes 2015-2024 (DPE, 2018).  
Por otra parte, en materia normativa en la Asamblea Nacional se presentó el 28 de junio de 2018, mediante Oficio
, el proyecto de Ley Orgánica para Prevenir y Erradicar la Discriminación Racial y la Exclusión Étnica y Cultural que fue calificado mediante Resolución
 y remitido para el trámite correspondiente a la Comisión Especializada. Actualmente, este proyecto de ley se encuentra en la Comisión Permanente de los Derechos Colectivos, Comunitarios y la Interculturalidad, sin embargo, no existe fecha para la discusión de la normativa.
Es importante que se avance en el debate y aprobación de esta Ley, en virtud de que la misma aportaría en la prevención y erradicación de la discriminación racial, exclusión étnica y cultural. De igual forma, es necesario que se viabilicen normas secundarias y acciones afirmativas que coadyuven en el ejercicio y garantía de los derechos de las personas afrodescendientes. 
Finalmente, cabe resaltar que al cumplirse cinco años de la Declaración del Decenio Afrodescendiente es prioritario que se realice una evaluación entre las instituciones públicas, no gubernamentales y sociedad civil respecto a las acciones implementadas en el marco del Decenio y su aporte en la promoción y protección de los derechos humanos de esta población.
Recomendaciones al Ecuador
A continuación, exponemos las principales recomendaciones de la DPE al Estado ecuatoriano para garantizar los derechos que contiene el PIDESC. Estas recomendaciones se plantean para el fortalecimiento de las políticas públicas y el marco normativo interno, de protección y promoción de derechos humanos a partir de lo analizado en la revisión del Pacto. 

· Garantizar la asignación presupuestaria para la garantía de los derechos consagrados en el PIDESC, así como la focalización de la cooperación internacional para el alcance de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)
· Garantizar los recursos necesarios para la implementación de la Ley Orgánica para Prevenir y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, a través de planes, programas y proyectos necesarios para la prevención de todo tipo de violencia contra las mujeres. De igual forma, es necesario realizar la actualización de los datos estadísticos e información sobre violencia física, sexual, patrimonial y psicológica, a fin de medir el impacto de las acciones del Estado implementadas en esta materia.
· Revisar las reformas planteadas al Código de Trabajo a fin de que estas no vulneren los derechos laborales de la población. Además, se insta al Estado a generar políticas de fortalecimiento de las organizaciones de trabajadores del sector público.

· Intensificar toda política en el acceso a medicamentos, especialmente para personas con enfermedades catastróficas, raras, huérfanas y poco frecuentes y que su exigibilidad no esté condicionada a la presentación de garantías jurisdiccionales, sino que se solvente con la implementación de políticas públicas que garanticen su derecho a los servicios de salud. 
· Adoptar las medidas necesarias para que la reapertura de las escuelas unidocentes, pluridocentes o multigrado garanticen el derecho a la educación, con los máximos estándares para el aprendizaje de las niñas, niños y adolescentes.
· Intensificar la política pública comprometida en el Decreto Ejecutivo No. 915 donde se eleva a política nacional el Decenio Afrodescendiente 2015-2024, tanto en la generación de normativa necesaria como las acciones afirmativas que permitan su reparación histórica.
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